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EXPEDIENTE: 123/2024 

RECURSO: RECLAMACIÓN 

JUICIO ADMINISTRATIVO: VI-1416/2021 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL ESTADO. 

PONENTE:  

JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

SECRETARIO PROYECTISTA:  

JACINTO RODRÍGUEZ MACÍAS. 

 

 

GUADALAJARA, JALISCO, VEINTICINCO DE ENERO DE DOS MIL 

VEINTICUATRO.  

 

 

   Vistos los autos para resolver el recurso de reclamación 

interpuesto por el Director de lo Contencioso de la Secretaría de 

Educación del Estado, en contra del auto de veintidós de abril de dos mil 

veintiuno, dictado en el juicio administrativo 1416/2021, tramitado ante la 

sexta sala unitaria de este Tribunal. 

 

 

R E S U L T A N D O S 

 

 

   1. Por escrito presentado en la oficialía de partes común de 

este Tribunal, el dieciocho de octubre de dos mil veintiuno, la parte 

actora, interpuso recurso de reclamación en contra del auto de veintidós 

de abril de dos mil veintiuno, dictado por la sexta sala unitaria de este 

Tribunal, en el expediente 1416/2021. 

 

   2. Mediante acuerdo de cinco de octubre de dos mil 

veintitrés, el Magistrado Presidente de la sexta sala unitaria de este 

Órgano Jurisdiccional, recibió a trámite el recurso de reclamación 

planteado en contra del desechamiento de la demanda, motivo por el 

cual se remitieron las constancias necesarias a la Sala Superior de este 

Tribunal para la substanciación del recurso. 

 

   3. Mediante oficio 1938/2023, de uno de diciembre de dos mil 

veintitrés, el Magistrado Presidente de la sexta sala unitaria, remitió a la 

Sala Superior el cuaderno de constancias. 
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   4. Por acuerdo tomado en la Primera Sesión Ordinaria de la 

Sala Superior de este Tribunal, celebrada el once de enero de dos mil 

veinticuatro, se ordenó registrar el asunto bajo el número de expediente 

123/2024, designando como Ponente para la formulación del proyecto 

al Titular de la Segunda Ponencia de la Sala Superior, Magistrado José 

Ramón Jiménez Gutiérrez, en los términos del artículo 93 de la Ley de 

Justicia Administrativa del Estado de Jalisco. 

 

   5. Recibidas las actuaciones que se adjuntaron al oficio 

177/2024, suscrito por el Secretario General de Acuerdos del propio 

Tribunal, se turnaron los autos al Magistrado Ponente para emitir la 

resolución del recurso de cuenta. 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

 

PRIMERO. La Sala Superior del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, es competente para resolver el 

presente recurso de reclamación, de conformidad con lo previsto en los 

artículos 65 y 67, de la Constitución Política de esta entidad, 8 fracción I 

de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa 1, 2, 89 a 94 de 

la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, así como 18 

fracciones II y VIII, y 19 del Reglamento Interno del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, publicado en el Periódico Oficial, el 

Estado de Jalisco, el nueve de junio de dos mil dieciocho. 

 

SEGUNDO. La recurrente aduce en su primer agravio que este 

Tribunal tiene competencia para conocer y resolver de las controversias 

jurisdiccionales que señala el artículo 4 numeral 1, fracción III, inciso d), 

de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Jalisco, manifestando que, en tratándose del procedimiento 

administrativo de ejecución, cuando el afectado opte por no interponer 



EXPEDIENTE: 123/2024 

RECURSO DE RECLAMACIÓN 

 

 
 

3 

el recurso ordinario ante la autoridad competente y cuando se afirme 

que el procedimiento económico coactivo no se ajustó a la ley, la 

oposición solo se hará valer contra la resolución que apruebe el remate, 

no obstante, existe salvedad cuando se trata de resolución cuya 

ejecución material sea de imposible reparación. 

 

Arguye en el segundo de sus agravios que, este Tribunal tiene 

competencia para conocer y resolver de las controversias jurisdiccionales 

que se susciten entre dos o más dependencias o entidades de las 

administraciones públicas estatal o municipales, de conformidad con el 

numeral I, fracción IV, del artículo 4 de la Ley Orgánica del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Jalisco.  

 

Agravios que se procederán a resolver de manera conjunta, 

mismos que resultan infundados, por las consideraciones siguientes: 

 

El artículo 4 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, establece que el juicio contencioso 

administrativo procede en contra de las resoluciones administrativos que 

se ubiquen en alguno de los supuestos descritos en tal precepto, requisito 

sine qua non que debe reunir el acto que se pretenda controvertir ante 

este Tribunal y, que no se configura en relación al requerimiento de pago 

y embargo con número de folio M921004000949, que la reclamante 

pretendió impugnar. 

  

Esta Sala Superior considera que en el caso concreto 

efectivamente se actualiza la causal de improcedencia prevista en el 

artículo 29 fracción II y IX, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado 

de Jalisco; toda vez que, los actos impugnados no encuadran en alguno 

de los supuestos previstos en el artículo 4 de la Ley Orgánica del Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco. 



 
 

4 
 

Por otro lado, se desprende que el juicio de nulidad es 

procedente en contra de actos definitivos que se dicten en el 

procedimiento económico coactivo, cuando de los mismos se desprenda 

alguna violación legal que afecte los intereses del contribuyente; y que su 

impugnación sólo podrá hacerse valer contra la resolución que apruebe 

el remate, salvo que se trate de una resolución cuya ejecución material 

sea de imposible reparación. 

 

Resulta aplicable por analogía, la jurisprudencia 2a./J. 

18/20091, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, que establece:  

 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. POR REGLA 

GENERAL, LAS VIOLACIONES COMETIDAS ANTES DEL REMATE SON 

IMPUGNABLES MEDIANTE EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO HASTA QUE SE PUBLIQUE LA CONVOCATORIA 

RESPECTIVA, ACORDE CON EL ARTÍCULO 127, PRIMER PÁRRAFO, DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, REFORMADO MEDIANTE 

DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 

28 DE JUNIO DE 2006.  De acuerdo con el indicado precepto, en 

relación con los artículos 116, 117, fracción II, inciso b) y 120 del 

Código Fiscal de la Federación y 14 de la Ley Orgánica del 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, las violaciones 

cometidas en el procedimiento administrativo de ejecución antes 

del remate podrán impugnarse sólo hasta que se publique la 

convocatoria respectiva, dentro de los 10 días siguientes a tal 

evento, lo cual significa que esta clase de actos no serán 

recurribles de manera autónoma, como sucedía antes de la 

reforma del artículo 127 del Código Fiscal de la Federación. 

Entonces, siendo improcedente el recurso de revocación contra 

dichas violaciones procesales, tampoco podrían adquirir el 

carácter de "actos o resoluciones definitivas", de modo que en su 

contra no procede el juicio contencioso administrativo. Esta es la 

regla general impuesta por el legislador en la norma reformada, 

sin que se pase por alto que en ella se establecieron como 

excepciones los actos de ejecución sobre bienes inembargables 

o los de imposible reparación material, casos en los que el recurso 

administrativo podrá interponerse a partir del día hábil siguiente 

al en que surta efectos la notificación del requerimiento de pago 

o la diligencia de embargo, de donde resulta que al ser 

impugnables estos actos del procedimiento administrativo de 

                                  
1 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, marzo de 2009, página 451. 
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ejecución a través del recurso de revocación y siendo éste 

opcional, conforme al artículo 120 del Código Fiscal de la 

Federación, en su contra procede el juicio contencioso 

administrativo ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, al tener la naturaleza de actos o resoluciones 

definitivas. 

 

   Así mismo, es aplicable a la anterior determinación, la 

jurisprudencia 5/16ORD/SS/JA2, emitida por esta Sala Superior, que 

establece: 

 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. POR REGLA 

GENERAL, LAS VIOLACIONES COMETIDAS ANTES DEL REMATE SON 

IMPUGNABLES MEDIANTE EL JUICIO ADMINISTRATIVO HASTA QUE 

SE APRUEBE EL MISMO, ACORDE CON EL ARTÍCULO 4, APARTADO 1, 

FRACCIÓN III, INCISO D), DE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE JALISCO. El artículo 4, 

apartado 1, fracción III, inciso d), de la Ley Orgánica del Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, establece que las 

violaciones cometidas en el procedimiento administrativo de 

ejecución, solo pueden impugnarse hasta que se apruebe el 

remate, lo cual significa que resulta improcedente el juicio 

contencioso administrativo si no se ha llegado a tal etapa en el 

procedimiento. Esta es la regla general impuesta por el legislador, 

sin que se pase por alto que en ella se estableció como 

excepción los actos cuya ejecución material sean de imposible 

reparación, casos en los que el juicio administrativo podrá 

interponerse a partir del día hábil siguiente al en que surta efectos 

la notificación del requerimiento de pago o la diligencia de 

embargo. Por lo que, en los casos en los que el demandante 

alegue que el procedimiento económico coactivo no se ajustó a 

la Ley, las violaciones cometidas antes del remate, sólo podrán 

hacerse valer vía juicio de nulidad en contra de la aprobación 

del remate, quedando como único supuesto de excepción el 

que se trate de actos de imposible reparación material. 

 
 

   A mayor abundamiento, el procedimiento administrativo de 

ejecución constituye el conjunto de actos que realiza la autoridad 

exactora, a fin de lograr hacer efectivo un crédito legalmente exigible 

ante la falta de pago voluntario por parte del deudor fiscal; por ende, 

resulta manifiesta la intención del legislador en el texto del artículo 4 

                                  
2 Segunda Época. Número de registro 5/16ORD/SS/JA.  

https://tjajal.gob.mx/websesion/TESIS/630664b1bce10_jurisprudencia_t1_se_5-16ordssja.pdf 

 

https://tjajal.gob.mx/websesion/TESIS/630664b1bce10_jurisprudencia_t1_se_5-16ordssja.pdf
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apartado 1, fracción III, inciso d), de la Ley Orgánica del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, de que al señalarse que las 

violaciones que pudieran ocurrir durante el trámite del procedimiento 

económico coactivo, solo podrían hacerse valer contra la resolución que 

apruebe el remate, con lo que se busca impedir que el deudor 

entorpezca la ejecución del crédito interponiendo defensas por cada 

etapa de la ejecución; puesto que se condiciona la procedencia del 

juicio de nulidad hasta la aprobación del remate. 

 

   En resumen, por regla general, en los casos en los que el 

demandante alegue que el procedimiento económico coactivo no se 

ajustó a la Ley, las violaciones cometidas antes del remate, sólo podrán 

hacerse valer vía juicio de nulidad en contra de la aprobación del remate, 

quedando como único supuesto de excepción el que se trate actos de 

imposible reparación material. 

 

En ese sentido, del análisis realizado al acto impugnado en el 

juicio de nulidad, esto es, el requerimiento de pago con número de folio: 

M921004000949, no se desprende que se configure la causa de 

excepción para la impugnación por vicios propios de dicho acto en 

términos del artículo 4 apartado 1 fracción III, inciso d), de la Ley Orgánica 

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco; además, los 

requerimientos de pago no son resoluciones definitivas respecto de las 

cuales le competa conocer a este Tribunal, toda vez que forman parte 

de las actuaciones relativas al procedimiento económico coactivo, el 

cual, solo podrá ser impugnado hasta la aprobación del remate, 

configurándose la causal de improcedencia prevista en el artículo 29 

fracción II y IX, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco. 

 

   No es óbice para lo antes resuelto, que en el requerimiento de 

pago impugnado, se haga constar la obligación del deudor de cubrir 
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gastos de ejecución, ya que ello no convierte al requerimiento 

impugnado en una resolución definitiva que determine la existencia de 

obligaciones fiscales, la fije en cantidad liquida, de las bases para su 

liquidación, o que cause un agravio en materia fiscal diverso a la propia 

ejecución del procedimiento económico coactivo; y por ende, el acto 

impugnado no encuadra en alguno de los supuestos de competencia a 

que hace alusión el artículo 4 apartado 1 fracción I incisos  f), g) e i) y 

fracción III incisos a), b) y c) de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, que establecen: 

 

Artículo 4. Tribunal – Competencia 

 

1. En materia de justicia administrativa, el Tribunal tiene 

competencia para conocer y resolver de las controversias 

jurisdiccionales: 

 

I. En contra de actos o resoluciones de autoridades 

pertenecientes a las administraciones públicas, estatal o 

municipales: 

 

(...) 

 

f) Que determinen la existencia de una obligación fiscal, emitidos 

por autoridad fiscal competente y sean considerados como 

definitivos en los términos de la legislación estatal aplicable, y en 

caso de obligaciones fiscales determinadas conforme a las 

facultades delegadas a las autoridades estatales por autoridades 

fiscales federales se estará a lo dispuesto en la normativa federal 

correspondiente; 

 

g) Que fijen en cantidad líquida una obligación fiscal o den las 

bases para su liquidación, emitidos por autoridad fiscal 

competente y sean considerados como definitivos en los términos 

de la legislación estatal aplicable; 

 

(…) 

 

i) Que cause un agravio en materia fiscal, emitidos por autoridad 

fiscal competente y sean considerados como definitivos en los 

términos de la legislación aplicable; 

 

(...) 
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III. En contra del procedimiento administrativo de ejecución, 

cuando el afectado en el mismo opte por no interponer el recurso 

ordinario ante la autoridad competente y cuando afirme que: 

 

a) El crédito exigido se ha extinguido; 

 

b) El monto del crédito es inferior al exigible; 

 

c) Es poseedor, a título de propietario de los bienes embargados 

en el procedimiento económico coactivo seguido a otras 

personas, o acreedor preferente al fisco; o 

 

En virtud de lo anterior, esta Sala concluye que es 

improcedente el juicio de nulidad, en términos de lo dispuesto en el 

artículo 29, fracción II y IX, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado 

de Jalisco, (vigente al momento de la presentación de la demanda), 

que establece: 

 

Artículo 29. Es improcedente el juicio en materia administrativa, 

contra los actos: 

(...) 

II. Cuya impugnación no corresponda conocer a las Salas del 

Tribunal de lo Administrativo; 

(…) 

IX. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna 

disposición de la ley. 

 
 
  No es óbice para la anterior determinación, el argumento 

que vierte la parte recurrente en el sentido de que, en el caso concreto 

se trata de una controversia entre dos entidades de la administración 

pública estatal, lo que actualizaría la hipótesis prevista en la 4 fracción IV, 

del numeral 1, del artículo 4 de la Ley Orgánica de este Tribunal; toda vez 

que, no se configura, puesto que, si bien es cierto que en el presente juicio 

la parte actora y demandada son dos autoridades estatales, también lo 

es que, atendiendo a la naturaleza del acto impugnado, la recurrente 

tiene el carácter de deudora sobre la otra parte, estableciéndose con 

ello una relación de supra a subordinación, mientras que el numeral en 

cita, se refiere a otro tipo de controversias jurisdiccionales.  
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  Es decir, al tratarse de un cobro de un crédito fiscal derivado 

de una multa estatal impuesta por una autoridad no fiscal, la ejecutora 

se encuentra en distinto plano o posición de la recurrente, de ahí que no 

se actualice el supuesto que refiere la reclamante.  

 

  Resulta aplicable por analogía, jurisprudencia III.4o.T. J/3 

(10a.)3, establecida por los Tribunales Colegiados de Circuito, que 

establece:  

 
AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL AMPARO. NO TIENE ESE 

CARÁCTER EL ENTE DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA O EL 

ORGANISMO PÚBLICO DESCENTRALIZADO QUE ES OMISO EN EL 

PAGO DEL SALARIO O QUE INCUMPLE PRESTACIONES DE ÍNDOLE 

LABORAL, AL ACTUAR COMO PATRÓN EN UNA RELACIÓN DE 

COORDINACIÓN. Se considera "autoridad" a las personas que, 

con fundamento en una norma legal, pueden emitir actos 

unilaterales a través de los cuales crean, modifican o extinguen 

situaciones jurídicas que afectan la esfera legal de los 

gobernados, sin necesidad de acudir a los órganos judiciales ni 

tomar en consideración el consenso de la voluntad del 

afectado. En este sentido, debe señalarse que el Estado tiene 

una doble personalidad; la primera, como ente de derecho 

público cuando actúa investido de imperio en sus relaciones 

frente a los gobernados; y, la segunda, como persona moral 

sujeto de derecho privado, cuando actúa como particular 

frente a otros sujetos particulares. En efecto, la teoría general del 

derecho hace una clasificación de las relaciones jurídicas en: 

de coordinación, supra-subordinación y supraordinación. Las 

primeras corresponden a las entabladas entre particulares, y 

para dirimir sus controversias se crean en la legislación los 

procedimientos ordinarios necesarios para ventilarlas; dentro de 

este tipo de relaciones se encuentran las que se regulan por el 

derecho civil, mercantil y laboral. La nota distintiva de este tipo 

de relaciones es que las partes involucradas deben acudir a los 

tribunales ordinarios para que coactivamente se impongan las 

consecuencias jurídicas establecidas por ellas o reguladas por 

la ley, estando ambas en el mismo nivel, existiendo una 

bilateralidad en el funcionamiento de las relaciones de 

coordinación. Las relaciones de suprasubordinación son las que 

se entablan entre gobernantes y gobernados, y se regulan por 

el derecho público que también establece los procedimientos 

para ventilar los conflictos que se susciten por la actuación de 

los órganos del Estado, entre ellos, destaca el contencioso 

                                  
3 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo II, marzo de 2016, página 1639. 
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administrativo, el propio juicio de amparo, así como los 

mecanismos de defensa de los derechos humanos. Este tipo de 

relaciones se caracteriza por la unilateralidad y, por ello, la 

Constitución establece una serie de garantías como 

limitaciones al actuar del gobernante. Finalmente, las relaciones 

de supraordinación son las que se establecen entre órganos del 

propio Estado. En este contexto, si el Estado contrata a una 

persona para que desempeñe cualquier labor dentro de una 

entidad pública, la actuación del titular del órgano de que se 

trate, frente a la persona contratada, no será una actuación 

investida de imperio, sino una verdadera relación laboral 

surgida en un plano de igualdad (coordinación) entre el Estado 

como contratante y la persona que va a desempeñar un 

servicio material, intelectual o de ambos géneros, en virtud del 

nombramiento que le fuere expedido o por el hecho de figurar 

en la lista de raya de los trabajadores. Luego, si en el caso el 

quejoso reclama de una dependencia de la administración 

pública o de un organismo descentralizado el incumplimiento 

de ciertas prestaciones derivadas de su relación laboral (falta 

de pago o descuentos a su salario), es inconcuso que dicho 

acto no tiene la naturaleza de acto de autoridad para efectos 

del amparo, pues las autoridades responsables (patrones) 

señaladas por el quejoso no tienen ese carácter, pues actúan 

como patrones en una relación de coordinación y no en un 

plano de suprasubordinación como autoridades investidas de 

imperio. Ni siquiera el acto reclamado (omisión o descuento del 

salario) es un acto que pueda considerarse para la 

procedencia del amparo, porque el salario está íntimamente 

vinculado con la relación obrero-patronal y con las condiciones 

fundamentales de la relación de trabajo entre el quejoso y la 

patronal, susceptible de impugnarse mediante el 

procedimiento laboral correspondiente y no a través del 

amparo. 

 

 
En consecuencia, al no quedar desvirtuada la legalidad de lo 

resuelto por la sala de origen, con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 73, 89 fracción I, 90, 91, 92 y 93 de la Ley de Justicia Administrativa 

de la Entidad; se resuelve la presente controversia, con los siguientes: 

 

R E S O L U T I V O S 

  

PRIMERO. Resultaron infundados los agravios planteados por la 

parte actora en el recurso de reclamación. 
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SEGUNDO. Se confirma el acuerdo recurrido. 

 

NOTIFÍQUESE. 

 

Así lo resolvieron y firman, por unanimidad los Magistrados 

integrantes de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Jalisco, CC. Fany Lorena Jiménez Aguirre (Presidenta), Avelino 

Bravo Cacho, y José Ramón Jiménez Gutiérrez en su carácter de 

Ponente, ante el Secretario General de Acuerdos, que da fe. 

 

 

 

 

 

DOCTORA FANY LORENA JIMÉNEZ AGUIRRE            AVELINO BRAVO CACHO                             

               Magistrada (Presidenta)                                       Magistrado 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

                                       JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

                                                         Magistrado                                                              

 

 

 

 

 

 

 

 

SERGIO CASTAÑEDA FLETES 

Secretario General de Acuerdos 

 


